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LA CORTE CONSTITUCIONAL CONCLUYÓ QUE EL RÉGIMEN DE 

NOTIFICACIONES PERSONALES PREVISTO POR EL ARTÍCULO 8 DEL DECRETO 

806 DE 2020 ES APLICABLE A LAS NOTIFICACIONES PERSONALES QUE SE 

LLEVEN A CABO EN RELACIÓN CON EL FALLO DE TUTELA DE PRIMERA 

INSTANCIA 
 

1. Antecedentes 

 

El 19 de mayo de 2021, los accionantes interpusieron acción de tutela en 

contra de los autos de 23 de noviembre de 2020 y de 29 de enero de 

2021, proferidos por el magistrado sustanciador de una tutela tramitada 

ante la Sección Quinta del Consejo de Estado. En su criterio, dicha 

autoridad judicial pretermitió, de manera injustificada, el trámite de la 

impugnación de la sentencia de primera instancia proferida en otro 

trámite de tutela. Esto, porque mediante dichas decisiones, se rechazó el 

recurso de impugnación interpuesto por los accionantes por 

extemporáneo. En concreto, los accionantes argumentaron que la 

referida autoridad (i) carecía de competencia para rechazar la 

impugnación que ya había sido concedida por el juez de primera 

instancia, y (ii) no contabilizó el término dispuesto por el Decreto 

Legislativo 806 de 2020 para determinar el momento en el cual fue 

notificada personalmente la sentencia de primera instancia, por lo que 

concluyó, de manera errada, que el recurso de impugnación fue 

interpuesto por fuera del término legal.  

 

2.  Síntesis de los argumentos 

 

La Sala Plena de la Corte Constitucional formuló dos problemas jurídicos. 

El primero, relacionado con los requisitos generales de procedibilidad de 

las acciones de tutela contra providencias judiciales. El segundo, 

respecto a la posible configuración de los defectos orgánico y 

procedimental en las providencias judiciales mediante las cuales el 
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consejero accionado rechazó, por extemporáneo, el recurso de 

impugnación.  

Sobre el primer problema, la Sala Plena consideró que, en el caso 

concreto, se cumplen los requisitos de procedencia excepcional de la 

acción de tutela en contra de providencias judiciales. Para fundamentar 

esta conclusión, reiteró su jurisprudencia respecto de los requisitos 

generales de procedibilidad y constató que la solicitud de tutela los 

cumplía. En segundo lugar, concluyó que el consejero accionado no 

incurrió en un defecto orgánico, pero sí en defecto procedimental. 

De un lado, la Sala Plena determinó que, en el caso concreto, no se 

configuró defecto orgánico. Esto es así, porque el juez de tutela de 

segunda instancia tiene competencia para revisar, de manera integral y 

completa, las decisiones proferidas en el trámite de la primera instancia. 

En particular, la Sala Plena resaltó que el juez de tutela de segunda 

instancia es, por definición, competente para verificar su competencia 

en el marco del trámite de impugnación del fallo de tutela, esto es, para 

examinar si la impugnación fue interpuesta de manera oportuna.  

De otro lado, la Sala concluyó que, en el caso concreto, sí se configuró 

defecto procedimental. Esto, por cuanto el consejero accionado no 

siguió el procedimiento que ha debido seguir en relación con la 

impugnación del fallo de tutela. Esta conclusión se fundó en cinco 

razones. Primero, los artículos 1 y 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020 

disponían, de forma expresa, que el régimen de notificaciones personales 

es aplicable a las notificaciones de esta naturaleza que se lleven a cabo 

en los trámites de tutela. Segundo, la aplicación de este régimen de 

notificaciones al trámite de tutela perseguía flexibilizar las exigencias 

procesales en la pandemia y racionalizar los procedimientos, lo cual 

resultaba de especial relevancia en el marco de la tutela. Tercero, la 

aplicación de las referidas reglas a la notificación personal de la 

sentencia no comprometía la protección efectiva de los derechos 

fundamentales, habida cuenta del cumplimiento inmediato de este fallo. 

Cuarto, por medio de los autos 002, 587 y 588 de 2022, la Corte concluyó 

que las mencionadas reglas aplican para la notificación personal de los 

fallos de tutela. Quinto, la aplicación de dichas reglas al trámite de 

notificación del fallo de tutela era consistente con la jurisprudencia 

constitucional relativa a la aplicación de las normas procesales generales 

al procedimiento de tutela.  

En tales términos, la Sala concluyó que el consejero accionado inobservó, 

sin justificación razonable y suficiente, la regla procedimental prevista por 
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el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020, para la determinación 

del momento en que fue notificada la sentencia de 22 de octubre de 

2020, emitida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado. Por esto, 

incurrió en defecto procedimental. A su vez, la Sala constató que, de 

haber aplicado dicha regla en el caso sub examine, necesariamente 

habría concluido que la impugnación interpuesta por los accionantes en 

contra de la sentencia de primera instancia fue oportuna. 

La magistrada Natalia Ángel Cabo se reservó aclaración de voto a esta 

sentencia 

3. Decisión 

 

 

Primero. REVOCAR la sentencia de 15 de diciembre de 2021, proferida por 

la Sección Primera del Consejo de Estado, que (i) revocó el fallo proferido 

el 9 de septiembre de 2021 por la Sección Segunda, Subsección A, del 

mismo órgano, y, en su lugar, (ii) negó la solicitud de tutela promovida por 

los accionantes contra el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

Segundo. TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso de Germán 

Camargo de la Torre, Myriam Ardila de Camargo, Andrés Camargo Ardila 

y Monserrat Mayol, así como de los hijos menores de edad de Andrés 

Camargo Ardila y Monserrat Mayol. En consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS 

los autos de 23 de noviembre de 2020 y de 29 de enero de 2021, 

proferidos por el consejero Carlos Enrique Moreno Rubio, en el marco de 

la solicitud de tutela promovida por los accionantes, contra el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca. 

Tercero.- ORDENAR al despacho del magistrado Carlos Enrique Moreno 

Rubio, quien forma parte de la Sección Quinta, que, dentro de los veinte 

(20) días siguientes a la notificación de esta providencia, tramite la 

impugnación presentada por los accionantes el 3 de noviembre de 2020 

en contra de la sentencia de 22 de octubre del mismo año, proferida por 

la Sección Cuarta del Consejo de Estado, en el marco de la acción de 

tutela promovida por los accionantes contra el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca. 

  

 
 


